	Fecha
	18 de mayo de 1926
	Sesión número
	28

	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Carlos Sánchez Sánchez

	Tutelados: José Monge Arias y otros

	Recurrido: Jefe Político de Mora

	Objeto del recurso: El recurrente denuncia que los tutelados fueron arrestados por orden del Jefe Político, debido a una multa que se les impuso por no enviar a sus hijos a la escuela.

	Respuesta del recurrido: A los tutelados se les citó reiteradas veces por el ausentismo de sus hijos, en cumplimiento de la Ley General de Educación Común. Se les impuso multa por este ausentismo, y una segunda multa por desobediencia.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (la primera multa fue impuesta en sentencia firme, y en la segunda hubo manifiesta conformidad de los tutelados con el fallo). VS de los Magistrados Fernández Bolandi, Dávila y Trejos.


N° 28
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las dos de la tarde del diez y ocho de mayo de mil novecientos veintiséis, con asistencia de los señores Magistrados: Oreamuno (Presidente), Trejos, Dávila, Vargas Pacheco, Guardia, Fernández Bolandi, Solórzano, Álvarez, Guzmán, Castro y Fernández Rodríguez.
Artículo Único
CARLOS SÁNCHEZ SÁNCHEZ interpone recurso de Hábeas Corpus a favor de JOSÉ MONGE ARIAS, LUIS CASTRO, VENANCIO SALAZAR y DEMETRIO RODRÍGUEZ, y en el escrito respectivo manifiesta: que dichos señores fueron condenados a pagar, cada uno de ellos, una multa de dos colones por no haber asistido sus hijos a la Escuela Pública de Villa Colón; que esa sentencia fue confirmada por el Gobernador, y como los expresados señores tardaran en satisfacer dicha multa, el Jefe Político de aquel cantón les impuso a cada uno de ellos, por desobediencia, una multa de diez colones, y como tampoco pudieron satisfacerla prontamente, se les puso presos en la Cárcel de aquella Villa, donde se encuentran desde el trece del corriente mes; que por lo expuesto, y de conformidad con la Ley número catorce del veinticinco de setiembre de mil novecientos veintidós, establecía el presente recurso para que se ordenara la inmediata libertad de los señores Monge, Castro, Salazar y Rodríguez. 

Del informe del Jefe Político del cantón de Mora y las diligencias respectivas, resulta lo siguiente: por oficio de fecha diez y siete de abril del corriente año, la Junta de Educación de Villa Colón remitió al Jefe Político de aquel cantón, para el respectivo cobro de fallas, una lista de las personas que habían dejado de enviar sus niños a la escuela, en la que figuraban, entre otros, José Monge, con veinticuatro fallas; Demetrio Rodríguez, con seis fallas; Venancio Salazar, con veinticuatro fallas y Luis Castro, con veinticuatro fallas. Proveyendo ese oficio, el citado Jefe Político dictó la siguiente sentencia: “Teniendo en la mesa de este Despacho, Jefatura Política, una nota del señor Director de la Escuela de esta Villa y de su respectivo Presidente de la Junta de Educación, sobre fallas de los niños que no concurren a ella, cuyos padres son: Procopio Zumbado, Aurelio Marín, José Quesada, Luis Castro, José Monge A. y Venancio Salazar; y teniendo en consideración el número de veces que se ha notificado a los expresados padres para su estricto cumplimiento de envío a la Escuela Pública, negándose rotundamente a atenderlo, no obstante haber firmado un documento en que se comprometen cuando esta Jefatura les concedió veinticuatro horas de prórroga para excepcionarse legalmente, por autorización competente la falta de asistencia de sus hijos a la escuela, cuya prórroga fue concedida a las diez y seis horas del día catorce de los corrientes, fallo conforme a la Ley General de Educación Común, artículo 120 y art. 554 del Código Penal, aplicarles a los señores arriba indicados la multa de dos colones a cada uno por falta de asistencia de sus respectivos hijos. Hágase saber”. Contra esa sentencia fue interpuesto el recurso de apelación, y además en un escrito ya habían manifestado los interesados que no pagaban las multas de fallas ni enviaban a sus hijos a la Escuela Pública, porque los tenían matriculados en la Escuela privada de “La Asunción” situada en aquella villa, a lo que tenían derecho de acuerdo con el artículo 3° del Capítulo I de la Ley de Educación Común, que dice que se llena la obligación escolar ya sea frecuentando la escuela pública, ya concurriendo a una escuela privada, o bien mediante la enseñanza en el hogar. Con vista de este escrito, el Jefe Político dictó la resolución que sigue: “Jefatura Política del Cantón de Mora, a las trece horas del día veinte de abril de mil novecientos veintiséis. Visto el anterior memorial, y teniendo en consideración este Despacho que el artículo 3° del Capítulo I de la Ley de Educación Común se refiere a la educación de los niños en escuelas privadas o en su propio hogar, y como los firmantes citan que sus hijos están en Escuela Privada ‘La Asunción’ de esta Villa, no teniendo esta Autoridad conocimiento de sus funciones conforme lo establece la misma Ley en sus artículos 59, 60, 61, 62, 63 y 64, se resuelve: - No acceder a lo solicitado y mantener el fallo dictado por esta Jefatura con fecha catorce de los corrientes”. Admitida que fue la apelación, el señor Gobernador de esta Provincia confirmó la sentencia con fecha veintisiete de abril próximo pasado, advirtiendo que en caso de que no fueran pagadas las multas, debían descontarse en arresto. Devueltas las diligencias a Villa Colón, el Jefe Político dictó el siguiente proveído: “Jefatura Política del Cantón de Mora, a las nueve horas del día veintinueve de abril de mil novecientos veintiséis. Cítese a los señores Procopio Zumbado, Luis Castro, Demetrio Rodríguez, José Monge A, Rosa Quesada, José Quesada, Venancio Salazar y Aurelio Marín para las catorce horas del día treinta de los corrientes, para informarlos del fallo confirmatorio de la Gobernación de la Provincia del asunto que fue a esa Superioridad en apelación, y de hecho darles por término cuarenta y ocho horas para depositar en la Caja de la Junta de Educación de este Distrito Centro, la multa impuesta a cada uno de dos colones”. Aparecen agregadas al expediente dos órdenes de citación, una de fecha tres y otra de fecha once del corriente mes, en la última de las cuales, a su reverso, aparece una leyenda que dice: “No voy hasta que se sepa una cosa fija. José Monge A.” – A las diez horas del día trece de mayo siguiente, el Jefe Político dictó la resolución que dice: “Presentes en este Despacho los señores Luis Castro, Demetrio Rodríguez y Aurelio Marín, José Monge A. y Venancio Salazar…Considerando: 1° - Que habiéndoles concedido este Despacho el término de cuarenta y ocho horas  para verificar el pago de la multa impuesta de dos colones al Tesorero de la Junta de Educación de este Distrito, y que estando hoy a trece del corriente mes, es decir, trece días después, no lo han verificado. 2° - Que en vista de la renuencia a cumplir la pena señalada, estima este Despacho en desobediencia a la Autoridad. 3° - Que no asistieron a la citación que les dio esta jefatura a las catorce horas del día doce del presente ni a las demás. 4° - Que los señores Luis Castro y Demetrio Rodríguez, al ser citados, dijeron que no concurrirían, y el señor José Monge puso una razón en la boleta de citación, que se considera sin lugar; también el señor Aurelio Marín se negó a asistir; todas estas causales se consideran al tenor de un marcado irrespeto a la autoridad y manifiesta burla, y en consecuencia, de acuerdo con el artículo 551 inciso 2° del Código Penal, fallo: imponiendo a los señores Luis Castro, José Monge A. y Demetrio Rodríguez una multa de diez colones cada uno, sin perjuicio de la multa anterior de dos colones; y a los señores Aurelio Marín y Venancio Salazar cinco colones de multa, también sin perjuicio de la anterior de dos colones, o su equivalencia para todos los multados, de arresto descontados dos colones por cada veinticuatro horas”. Aparecen firmando esa resolución, además del Jefe Político y su Secretario, los señores Luis Castro, Aurelio Marín, José Monge A. y Demetrio Rodríguez, y a continuación aparece puesta la siguiente razón firmada por el Jefe Político y su Secretario: “Jeftura Política del Cantón de Mora, a las once horas del día trece de mayo de mil novecientos veintiséis. Leído que les fue a los indiciados el fallo anterior, optaron por pagar la multa en arresto de la forma indicada y así se hace constar”. Puesto a discusión el caso, el Magistrado Castro formuló excusa para conocer este recurso por ser primo hermano por afinidad del Gobernador que falló en segunda instancia, y sometido a votación el punto de si era o no legal la excusa, se resolvió en sentido negativo por no estar comprendido el motivo que se aduce como causa, en ninguno de los casos previstos por el inciso 2° del artículo 167 de la Ley Orgánica de Tribunales. Discutidos ampliamente los fundamentos del recurso, se resolvió: declararlo sin lugar porque, en lo que respecta a la primera multa de dos colones, existe sentencia firme dictada por el Gobernador de la Provincia; y en cuanto a la segunda multa de diez colones impuesta a cada uno de los indiciados, estos manifestaron estar conformes con el fallo y optaron por descontar la pena en la forma de arresto; no estando, en consecuencia, el recurso en ninguno de los casos del artículo 8° de la Ley de Hábeas Corpus.
El Magistrado Fernández Bolandi declara procedente el recurso de Hábeas Corpus interpuesto por las razones siguientes:

a) Porque, según consta de la resolución del Jefe Político del Cantón de Mora, de las trece horas del diecinueve de abril de este año, confirmada por el señor Gobernador de esta Provincia, los amparados por la gestión del señor Carlos Sánchez fueron condenados a pagar dos colones de multa cada uno; y por la resolución del mismo Jefe Político de las diez de la mañana del trece de este mes, aparece ese funcionario agravando esa pena con diez colones de multa más a cada uno de los rebeldes, no sólo por la desobediencia que a su mandato de comparecencia les atribuye, sino también por el hecho de no haber enviado sus hijos a la escuela, pues así se desprende de la parte considerativa de su último fallo (Considerandos 2° y 3°).

b) Porque admitir la tesis del citado Jefe Político sería reabrir un proceso fenecido, contra lo dispuesto por el artículo 115 de la Constitución, ya que la jurisdicción de dicha autoridad quedó agotada con la pena primitivamente impuesta a los citados padres de familia.

c) Que en esas condiciones, y de acuerdo con el artículo 1° de la Ley de Hábeas Corpus en relación con el inciso 1° de su artículo 8°, es atendible la gestión de que se ha hecho mérito.

El Magistrado Dávila funda su voto en las siguientes razones:

1) Hay una sentencia dictada por el Jefe Político dicho, en que se condena a las personas a cuyo favor se establece el recurso al pago de dos colones de multa por la inasistencia de sus hijos a la escuela pública. Esa sentencia fue confirmada por el Gobernador de la Provincia, con el agregado de que si la multa no se satisfacía se descontara en arresto en su equivalencia legal. Esa pena quedó descontada con el primer día de arresto ofrecido.
2) En una segunda sentencia el Jefe Político, sin perjuicio de la multa antes dicha, condena a Castro, Monge y Rodríguez a diez colones de multa, y a Marín y Salazar a cinco colones de multa, por no haber enterado la multa primeramente impuesta en la Tesorería respectiva, dentro de las veinticuatro horas que les fueron concedidas al efecto, y por no haber comparecido a las citaciones que el mismo funcionario les hizo, no dice con qué fin; por haber manifestado Castro y Rodríguez, de viva voz, que no comparecerían, y porque Monge puso una razón en la cédula de citación en el mismo sentido, los cuales hechos calificó de desobediencia a la autoridad y castigó con arreglo al inciso 2° del artículo 551 del Código Penal.
3) Si la primera multa se convertía en arresto, caso de no pago, la función legal de la autoridad se limitaba a hacer cumplir el arresto, sin que la renuencia a pagarla pudiera constituir una nueva falta punible. Si lo que se quería castigar era la reincidencia en el hecho de negarse a enviar a los niños a la escuela pública, la segunda multa no podía exceder de cinco colones, con arreglo al artículo 121 de la Ley General de Educación Común, pena que estaría también descontada con el arresto sufrido y, en consecuencia, debe ordenarse la libertad de los presos.

El Magistrado Trejos se adhiere al voto anterior por las razones en él expuestas, y además por las siguientes:

1) Contra las personas en cuyo favor se establece el recurso, se procedió alegando infracción de la Ley Escolar, sea la inasistencia de sus hijos a la escuela pública; y ellos se excepcionaron por escrito de diez y nueve de abril último, alegando y ofreciendo probar que sus hijos concurrían a una escuela privada e invocando en su favor el artículo 53 de la Constitución Política y el 3 de la Ley de Educación Común.
2) La resolución que los mandó castigar con multa no tiene fecha. Sin embargo, de la razón firmad por el Jefe Político y su secretario a las diez horas del veinte de abril se evidencia que dicha resolución es posterior al escrito de excepciones. Con todo esto, ni se citó a los procesados con setenta y dos horas de anticipación, ni se señaló día y hora para oír sus excusas y defensas, ni mucho menos se prestaron todos los auxilios de que la autoridad disponía para la citación de los testigos del hecho alegado como exculpación: todo, con manifiesta infracción de los artículos 133 y 134 de la Ley de Educación Común, que establecen el procedimiento para juzgar la infracción imputada. Se penó, pues, sin oír ni dar lugar a la defensa, y este es motivo suficiente para que proceda el Hábeas Corpus según el artículo 8°, inciso 4°, de la Ley que reglamenta este recurso.

3) Posteriormente a dicha resolución condenatoria, la Jefatura Política del Cantón de Mora, a las trece horas del veinte de abril citado, tomó en consideración el escrito de exculpación y acordó no acceder a lo solicitado y mantener el fallo dictado por dicha Jefatura, siendo ésta la única consideración: “no teniendo esta Autoridad conocimiento de sus funciones” (las de la escuela privada donde los padres de familia multados enviaban a sus hijos) “conforme lo establece la misma Ley (de Educación) en sus artículos 59, 60, 61, 62, 63 y 64”. El argumento carece de base porque el que el Director o los dirigentes de una escuela privada no hayan cumplido con las ritualidades de dichos artículos, no implica responsabilidad para el padre de familia que de buena fe pone en ella a sus niños.
4) De todo lo expuesto, se deduce que en el fondo de este asunto hay (cubierta con un expediente mal seguido) una violación de la Libertad de Enseñanza que la Constitución consagra, y por lo mismo una indebida prisión.
